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Cortés González y el juez Rodríguez Flores 
 

Rivera Colón, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de diciembre de 2021. 

 Comparecen PRCF, LCC (PRCF) y AP-1 Trust (AP-1), 

representado por su Fiduciario EMSL, LCC (en conjunto ¨apelante¨) 

mediante recurso de apelación.  Solicita que revoquemos la Sentencia 

dictada el 15 de julio de 2021 y notificada el 20 de igual mes y año, 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Humacao 

(TPI).  Mediante el referido dictamen el foro primario declaró Ha 

Lugar la Moción de Sentencia Sumaria presentada por la parte 

demandante, Palmas del Mar Properties, Inc. (en adelante ¨PDMPI¨ o 

¨apelada¨). En virtud de la Sentencia, el TPI determinó que la 

servidumbre constituida mediante el otorgamiento de la Escritura 28 

el 9 de abril de 1999 y posteriormente modificada por la Escritura 42 

otorgada el 15 de octubre de 2003 quedó extinguida por razón de 

haber transcurrido más de 20 años sin ser usada.   

Examinadas las comparecencias de las partes, así como el 

estado de derecho aplicable, procedemos a disponer del presente 

recurso mediante los fundamentos que expondremos a continuación.  
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I. 

El 22 de abril de 2014, PDMPI incoó una Demanda1 ante el TPI 

en contra de la parte apelante.  Alegó, que, el 9 de abril de 1999 

otorgó junto a P1 Holdings dos escrituras.  Sostuvo que, mediante las 

referidas escrituras se constituyeron varias servidumbres a favor de 

P1 Holdings sujetas a ciertas condiciones y restricciones. Arguyó, 

que, las servidumbres respondían a un plan de desarrollo de un hotel 

sobre el predio dominante que contaría con espacios para 

estacionamientos. Una de estas servidumbres alegadamente fue 

constituida en específico para el estacionamiento del hotel.  Expresó 

que, el 15 de octubre de 2003, P1 Holdings vendió el predio 

dominante a Palmas Inn, como resultado, PDMPI y Palmas Inn 

otorgaron una escritura de modificación (Escritura 42).  Por medio de 

la Escritura 42 extinguieron dos servidumbres previamente 

constituidas y modificaron la servidumbre de estacionamiento del 

hotel.  PDMPI adujo que, la servidumbre de estacionamiento fue 

creada en virtud de un plan de desarrollo para construir un hotel, y 

que en 15 años desde que se constituyó la servidumbre para el 

estacionamiento del hotel, ni P1 Holdings ni Palmas Inn 

reconstruyeron, desarrollaron, ni operaron el hotel en el predio 

dominante.  Alegó que, P1 Holdings y Palmas Inn en ningún 

momento utilizaron la servidumbre para el estacionamiento.  Por lo 

anterior, solicitó al TPI que declarara que la servidumbre para 

estacionamiento del hotel había sido propiamente extinguida.   

Posteriormente, el 9 de julio de 2014, PDMPI presentó la 

Demanda Enmendada con el fin de incluir como co-demandadas a 

AP-1, por haber adquirido el predio dominante el 3 de junio de 2014, 

mientras estaba pendiente el caso, y a PRFC por ser el acreedor 

hipotecario y tenedor de los pagarés.  

 
1 Véase apéndice del recurso, págs. 45-54. 
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Por su parte, el 14 de noviembre de 2014, AP-1 y PRFC 

presentaron su Contestación a la Demanda. En síntesis, alegaron 

que en ningún momento se estipuló una obligación de construir una 

estructura específica ni un término para cumplir con ella, sino que, 

lo que se había acordado fue una condición restrictiva de uso. 

Arguyeron que mediante la escritura de modificación otorgada el 15 

de octubre de 2003 se novaron las obligaciones entre las partes 

respecto a la servidumbre, y que, a su vez, PDMPI ratificó la 

existencia de la servidumbre.  Señalaron que PDMPI incumplió su 

obligación de darle al dueño del predio dominante notificación y 

tiempo para curar el alegado incumplimiento.  

Por otro lado, el 29 de junio de 2015, Palmas Inn presentó su 

Contestación a la Demanda Enmendada. En esencia alegó, que a 

pesar de que el Hotel no se había desarrollado, no existía obligación 

de construirlo en determinado periodo de tiempo.  Arguyó que la 

existencia de la servidumbre no estaba condicionada a la 

construcción de algún proyecto en particular.   Además, alegó que 

PDMPI no le concedió al dueño del predio dominante tiempo para 

curar el alegado incumplimiento.  Por último, expresó que la 

escritura otorgada el 15 de octubre de 2003, tuvo como efecto la 

novación de las obligaciones entre las partes respecto a la 

servidumbre.  

El 7 de enero de 2017, PDMP le notificó al TPI haberle remitido 

a Palmas Inn un requerimiento de admisiones el 20 de diciembre de 

2016, y que, había transcurrido el término de 20 días dispuesto sin 

haber sido contestado.  Por ello solicitó que se dieran por admitidos 

los requerimientos.  El TPI le concedió a Palmas Inn un término de 

cinco días para contestar el requerimiento de admisiones, Palmas Inn 

incumplió con el término y como consecuencia el TPI dio por 

admitidos los requerimientos.   
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Por otro lado, PDMPI solicitó al TPI que le anotase rebeldía a 

AP-1 al incumplir reiteradas veces con el descubrimiento de prueba.  

El 11 de abril de 2019, el TPI le anotó rebeldía a AP-1, y fue 

confirmado por el Tribunal de Apelaciones mediante Sentencia el 28 

de junio de 2019.  

Luego de varios trámites procesales, el 29 de octubre de 2019, 

PDMI presentó una Moción de Sentencia Sumaria.  PDMI solicitó al 

TPI que dictara de forma sumaria una sentencia declaratoria 

determinando la extinción de la servidumbre para el estacionamiento 

del hotel.  Lo anterior por razón de que: (1) la condición que motivó la 

constitución de la servidumbre, a saber, la construcción del hotel, no 

se materializó, y (2) la servidumbre para el estacionamiento del hotel 

no fue utilizada por 20 años desde su constitución. PDMPI reiteró 

que la servidumbre se constituyó con la única intención de proveer 

estacionamiento para un hotel que debió haber sido desarrollado.  No 

obstante, nunca fue construido y la servidumbre no fue utilizada 

desde que fue constituida, por lo que PDMPI remitió una misiva2 con 

el fin de notificar su intención de terminar la servidumbre para el 

estacionamiento del hotel.  

 El 16 de enero de 2020 AP-1 y PRFC presentaron su “Moción 

en Oposición a Moción de Sentencia Sumaria de PDMPI y Solicitando 

se Dicte Sentencia a Favor de las Partes Demandadas como Cuestión 

de Derecho”. Reiteraron su posición en cuanto a que existían 

condiciones restrictivas sobre la servidumbre de estacionamiento, 

pero, que ésta no estaba condicionada a la construcción de un hotel. 

Adujeron que no se pactó un término para construcción alguna, y 

que, de haber sido pactado, cosa que niegan, aún no habían 

transcurrido 20 años como PDMPI alegaba, puesto que, mediante la 

escritura de modificación hubo novación de las obligaciones. 

Expresaron en las escrituras la servidumbre fue provista por un 

 
2 Véase apéndice del recurso, pág. 511. 
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término de 99 años. Arguyeron además que, no procedía dictar 

sentencia sumaria debido a que PDMPI no había cumplido con los 

requisitos dispuestos en la Regla 36.3 de las Reglas de Procedimiento 

Civil.  

 El 20 de febrero de 2020 PDMPI presentó su “Solicitud de 

Desglose de Oposición a Moción de Sentencia Sumaria, o en la 

Alternativa, Réplica a Oposición a Moción de Sentencia Sumaria y 

Oposición a Moción de Sentencia Sumaria”.  Arguyó, que, AP-1 no 

podía presentar prueba por razón de que se le había anotado rebeldía 

por dilatar los procedimientos del TPI, y que, procedía que se 

estimaran admitidos todos los hechos bien alegados de la demanda.  

Adujo, además, que, en su Oposición, AP-1 no atacó la suficiencia de 

las alegaciones de PDMPI.  Expresó que, los hechos admitidos por 

Palmas Inn tenían efecto en el pleito.  Por último, arguyó, que, la 

Oposición de AP-1 no cumplía con la Regla 36 de las Reglas de 

Procedimiento Civil, y que, no establecía ninguna controversia 

material.  Señaló que AP-1 no contestó de forma detallada y 

específica, ni incluyó una relación concisa y organizada de los hechos 

y la prueba en la que se apoya.  Sostuvo que, surgía de la Oposición 

de AP-1 que no existía controversia sobre 40 de los 51 hechos 

identificados por PDMPI, y que, la controversia que AP-1 alegó que 

existía sobre 11 hechos, no era material ni pertinente.  

 El 9 de marzo de 2020, PRCF presentó su ¨Dúplica a Réplica a 

Oposición a Moción de Sentencia Sumaria y Réplica a Oposición a 

Moción de Sentencia Sumaria¨.  En ésta sostuvo sus planteamientos 

anteriormente esbozados y arguyó que, procedía dictar sentencia 

sumaria a favor suyo y de AP-1.  

Así las cosas, el 15 de julio de 2021, el TPI dictó la Sentencia 

apelada, mediante la cual declaró Ha Lugar la ¨Moción de Sentencia 
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Sumaria¨ presentada por PDMPI.  En la Sentencia formuló las 

siguientes determinaciones de hechos3:  

1. El 9 de abril de 1999, PDMPI Y P1 Holdings otorgaron 
tres (3) escrituras públicas ante la notaria María Luisa 
Fuster Zalduono, a saber:  

a. Escritura Núm. 23 de Deed of Segregations, Releases 
of Mortgages, Reinstatement of Restrictive Covenants, 
Grouping, Purchase and Sale, Constitution of 
Restrictive Covenants, Constitution of First Refusal, 
Constitution of Easements and Subordination of 
Mortgages (Escritura 23). 

b. Escritura Núm. 25 de Deed of Palmas Inn Hotel 
Counter Space Lease (Escritura 25), y  

c. Escritura Núm. 28 de Constitution of Parking Access 
Easements and Subordination of Mortgages (Escritura 
28).  

 
2. Mediante la Escritura 23, P1 Holdings adquirió de 

PDMPI un predio terreno denominado como ¨Palmas 
Inn Parcel¨ por la cantidad de $8,200,000, de los 
cuales $1,700,000 se pagaron en efectivo y se 
otorgaron dos (2) pagarés por la cantidad de 
$5,000,000 y $1,000,000 respectivamente.  

 
3. En la Escritura 23, PDMPI y P1 Holdings establecieron 

unas restricciones de uso sobre el predio que debían 
ser cumplidas por P1 Holdings y sus sucesores. 
Particularmente, las partes limitaron el uso del terreno 
al desarrollo de un hotel o complejo residencial de lujo 
(condo-hotel).  

 
4. En la Escritura 25 se estableció que PDMPI tendría 

derecho a utilizar un espacio en el hotel a ser 
construido.  

 
5. Mediante la Escritura 28 se construyeron varias 

servidumbres a favor del predio denominado como 
¨Palmas Inn Parcel¨ o predio dominante.  
Particularmente, se estableció una servidumbre para el 
estacionamiento del hotel, la cual es objeto de la 
presente controversia.  

 
6. La servidumbre para el estacionamiento del hotel se 

estableció sobre un predio de terreno perteneciente a 
PDMPI por 99 años.  Específicamente, está ubicada en 
Palmas del Mar Resort (predio sirviente).  

 
7. El 15 de octubre de 2003, P1 Holdings vendió el predio 

dominante a Palmas Inn, quien adquirió los pagarés de 
$5,000,000 y $1,000,000 que P1 Holdings había 
otorgado a favor de PDMPI.  

 
8. Ese mismo día, PDMPI y Palmas Inn otorgaron un 

contrato privado titulado Marketing Fee Agreement, del 
cual surge que Palmas Inn se proponía construir 110 
unidades de uso combinado de viviendas y condo-
hotel.  

 
3 Apéndice del recurso apelativo, págs. 6-7. 
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9. Además, el 15 de octubre de 2003, PDMPI y Palmas 

Inn otorgaron la Escritura Núm. 42 de Amendment of 
Restrictive Covenants, Waiver of Right of First Refusal, 
Amendment to Easements, Cancellation of Club 
Members Easement, Modification of Hotel Parking 
Easement, Cancellation of Employee Parking 
Easement, and Cancellation of Employee Parking 
Access Easement (Escritura 42).  

 
10. Mediante la Escritura 42, se ampliaron las 

restricciones de uso del predio dominante para incluir 
residencias, restaurantes, tiendas al detal, etc. 
Además, se extinguieron dos (2) servidumbres 
previamente establecidas y se modificó la servidumbre 

para el estacionamiento del hotel limitando su uso a 
proveer estacionamientos para los huéspedes, 
visitantes, invitados, clientes y ejecutivos del proyecto 
a no más de 80 espacios.  

 
11. La construcción del hotel o del proyecto que se fuera 

a desarrollar, conforme a los acuerdos entre las partes, 
debía comenzar en no más de dieciocho (18) meses 
contados a partir del 9 de abril de 1999. 

 
12. Ni P1 Holdings, ni Palmas Inn construyeron, 

desarrollaron ni operaron el hotel, y no utilizaron nunca 
la servidumbre para el estacionamiento del proyecto.  

 
13. El 18 de marzo de 2014, PDMPI cursó una carta a 

Palmas Inn, mediante la cual daba por terminada la 
servidumbre para el estacionamiento del hotel en 
cuanto a Palmas Inn y/o cualquier parte que tuviera 
interés en el predio.  

 
14. El 3 de junio de 2014, Palmas Inn vendió y 

transfirió a AP-1 el título sobre el predio dominante, 
mediante la Escritura Núm. 2 de Deed of Conveyance 
of Real Property and Assumption of Mortgages. A dicho 
acto compareció PRFC como acreedor hipotecario. 

 
15. Antes de la compraventa del predio dominante, 

Palmas Inn informó a AP-1 de la notificación de 
terminación de la servidumbre para el estacionamiento.  

 
16. AP-1 no ha construido un hotel ni ha sometido 

planos para la aprobación de PDMPI ni ha solicitado 
permisos de construcción ante las agencias 
pertinentes.  

 

En síntesis, el TPI resolvió que la servidumbre constituida mediante 

el otorgamiento de la Escritura 28, el 9 de abril de 1999 y 

posteriormente modificada por la Escritura 42 otorgada el 15 de 

octubre de 2003, quedó extinguida por razón de haber transcurrido 

más de 20 años sin ser usada. 
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 Insatisfecha con lo resuelto, el 4 de agosto de 2021 la parte 

apelante instó una Moción de Reconsideración.  Por su parte, el 19 de 

agosto de 2021 PDMPI presentó su Oposición a Moción de 

Reconsideración.  El 25 de agosto de 2021, el TPI emitió una orden 

en virtud de la cual declaró No Ha Lugar la Moción de 

Reconsideración.  

Inconforme con la orden dictada por el foro primario, el 28 de 

septiembre de 2021, la parte apelante presentó su escrito de 

Apelación.  Adujo que el TPI aplicó erróneamente el derecho al caso 

de epígrafe y, que, en adición hizo determinaciones de hechos 

materiales que no fueron sustentados con la prueba documental 

presentada por las partes.  Arguyó que no procedía declarar Ha Lugar 

la Moción de Sentencia Sumaria puesto que existen hechos 

materiales en controversia que deben ser dilucidados mediante Vista 

en su Fondo.  En su Apelación, le imputó al TPI la comisión de los 

siguientes errores:  

Erró el TPI al determinar que la servidumbre de 
estacionamientos se extinguió por el transcurso de 20 
años de conformidad con el Artículo 482 del Código Civil, 
31 LPRA, Sección 1681, cuando aun asumiendo que dicho 
termino es de aplicación a este caso, cosa que se niega, 
dicho termino quedo interrumpido con la notificación de 
carta de cancelación de servidumbre de estacionamiento 
fechada el 18 de marzo de 2014 y con la radicación de la 
Demanda, y por tanto, el TPI erróneamente computó los 
años de litigio para llegar a la suma de 20 años.  
 
Erró el TPI al determinar que la servidumbre de 
estacionamientos se extinguió por el transcurso de 20 
años de conformidad con el Artículo 482 del Código Civil, 
31 LPRA, Sección 1681, cuando las partes habían pactado 
mediante Escritura que la vida de la servidumbre de 
estacionamiento era 99 años a partir del 9 de abril de 
1999 y que solo podía ser cancelada por justa causa.  
 
Erró el TPI al concluir, como cuestión de hechos, que las 
partes habían acordado la construcción de un hotel en 
determinado tiempo.  
 
Erró el TPI al determinar como cuestión de hechos que las 
partes acordaron que las construcciones del Hotel o del 
proyecto que fuera a desarrollarse, debía comenzar no 
más de 18 meses contando a partir del 9 de abril de 1999. 
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Erró el TPI al imponerle a los aquí Apelantes las 
admisiones de unos Requerimientos de Admisiones que no 
fueron contestados por otro co-demandado que no tiene 
relación alguna con los aquí Apelantes.  

 
El 13 de octubre de 2021, la parte apelada compareció ante 

este Foro mediante su Alegato de la Parte Apelada.  

II. 

-A- 

 La sentencia sumaria es un mecanismo procesal provisto por 

nuestro ordenamiento con el fin de propiciar la solución justa, rápida 

y económica de pleitos que no contengan controversias genuinas de 

hechos materiales en los cuales resulta innecesaria la celebración de 

un juicio.  Rosado Reyes v. Global Healthcare, 205 DPR 796 (2020); 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 115 (2015); SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414 (2013).  

  La Regla 36 de las Reglas de Procedimiento Civil, 3 LPRA Ap. V. 

regula el mecanismo de sentencia sumaria.  En lo pertinente, procede 

dictar sentencia sumaria si de las alegaciones, deposiciones, 

contestaciones a interrogatorios y admisiones ofrecidas, junto a 

cualquier declaración jurada, si alguna, demuestran la inexistencia 

de controversia real y sustancial sobre algún hecho esencial y 

pertinente y que, como cuestión de derecho procede hacerlo. Regla 

36.3(e) de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

36.3(e); Rosado Reyes v. Global Healthcare, supra, págs. 808 y 809.  

 El promovente de la sentencia sumaria deberá demostrar que 

no existe controversia real sustancial de ningún hecho material.  

Regla 36.3(a) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, r. 36.3(a); 

Rosado Reyes v. Global Healthcare, supra, pág. 808.  Un hecho 

material ha sido definido como aquel que ¨puede afectar el resultado 

de la reclamación de acuerdo con el derecho sustantivo aplicable¨. 

Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 129-130 (2012).   

Podrá derrotarse una moción de sentencia sumaria si existe una 
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¨duda que permita concluir que existe una controversia real y 

sustancial sobre hechos relevantes y pertinentes¨. Íd. pág. 130; Pepsi-

Cola v. Mun. Cidra et al., 186 DPR 713, 756 (2012). 

 La Regla 36.3(a) de Procedimiento Civil, supra, dispone que la 

moción de sentencia sumaria deberá contener: 

(1) Una exposición breve de las alegaciones de las partes; 
(2) los asuntos litigiosos o en controversia; 
(3) la causa de acción, reclamación o parte respecto a la 

cual es solicitada la sentencia sumaria; 
(4) una relación concisa, organizada y en párrafos 

enumerados de todos los hechos esenciales y 
pertinentes sobre los cuales no hay controversia 
sustancial, con indicación de los párrafos o las páginas 
de las declaraciones juradas u otra prueba admisible 
en evidencia donde se establecen estos hechos, así 
como de cualquier otro documento admisible en 
evidencia donde se establecen estos hechos, así como 
de cualquier otro documento admisible en evidencia 
que se encuentre en el expediente del tribunal; 

(5) las razones por las cuales debe ser dictada la 
sentencia, argumentando el derecho aplicable, y  

(6) el remedio que debe ser concedido.  
 

Por otro lado, la parte que se opone a la sentencia sumaria 

deberá ¨contestar de forma tan detallada y específica como lo haya 

hecho la parte promovente¨. Regla 36.3(c) de las Reglas de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(c).  Además, deberá 

relacionar de forma concisa los párrafos según enumerados por la 

parte promovente que a su juicio están en controversia y deberá 

refutar los hechos materiales que están en controversia presentando 

evidencia sustancial.  Regla 36.3(b)(2) de las Reglas de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(b)(2); Fernández Martínez v. RAD-MAN 

San Juan, 2021 TSPR 149, 208 DPR ___ (2021), Rosado Reyes v. 

Global Healthcare, supra, pág. 808; Pepsi-Cola v. Mun. Cidra et al., 

supra, pág. 756.   

Toda inferencia que se haga de los hechos incontrovertidos 

debe efectuarse de la forma más favorable a la parte que se opone a 

la sentencia sumaria. Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra, pág. 

130; Pepsi-Cola v. Mun. Cidra et al., supra, pág. 756.  No se dictará 

sentencia sumaria cuando: (1) existen hechos materiales y esenciales 
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controvertidos; (2) hay alegaciones afirmativas en la demanda que no 

han sido refutadas; (3) surge de los propios documentos que se 

acompañan con la moción una controversia real sobre algún hecho 

material y esencial, o (4) como cuestión de derecho no procede¨. 

Pepsi-Cola v. Mun. Cidra et al., supra, pág. 756. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado que el 

Tribunal de Apelaciones se encuentra en la misma posición que los 

tribunales de primera instancia al revisar solicitudes de sentencia 

sumaria.  Rosado Reyes v. Global Healthcare, supra, pág. 809.  Es 

por lo que, el Tribunal de Apelaciones ¨está regido por la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y aplicará los mismos criterios que esa 

regla y la jurisprudencia le exigen al foro primario¨. Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 118.  El Foro intermedio no 

podrá considerar documentos que no fueron presentados ante el TPI, 

ni adjudicar hechos materiales y esenciales en controversia. Íd. págs. 

114 y 115. El Tribunal Supremo ha establecido un estándar de 

revisión, por el cual el Tribunal de Apelaciones debe: ¨(1) examinar de 

novo el expediente y aplicar los criterios que la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen al foro 

primario; (2) revisar que tanto la Moción de Sentencia Sumaria como 

su oposición cumplan con los requisitos de forma codificados en la 

referida Regla 36; (3) revisar si en realidad existen hechos materiales 

en controversia y, de haberlos, cumplir con la exigencia de la Regla 

36.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, de exponer 

concretamente cuáles hechos materiales encontró que están en 

controversia y cuáles están incontrovertidos, y (4) de encontrar que 

los hechos materiales realmente están incontrovertidos, debe 

proceder a revisar de novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 

correctamente el Derecho a la controversia¨. Roldán Flores v. M. 

Cuebas et al., 199 DPR 664 (2018).  
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-B- 

Como es sabido, la servidumbre es un gravamen impuesto 

sobre un inmueble (predio sirviente), en beneficio de otro 

perteneciente a distinto dueño (predio dominante). Art. 465 del 

Código Civil, 31 LPRA ant. sec. 1631; Soc. de Gananciales v. Mun. De 

Aguada, 144 DPR 114, 121 (1997).  El Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha expresado que ¨el derecho a la servidumbre se puede definir 

como un derecho subjetivo, de carácter real y perpetuo, que concede 

un poder para obtener un goce o utilidad de un fundo en beneficio de 

otro fundo ajeno¨.  Ciudad Real v. Municipio Vega Baja, 161 DPR 160 

(2004).  Las servidumbres son clasificadas según su naturaleza o sus 

características. Soc. de Gananciales v. Mun. De Aguada, supra, pág. 

122.  Por tanto, las servidumbres se clasifican como voluntarias y 

legales o forzosas. Íd. págs. 122 y 123; Ciudad Real v. Municipio de 

Vega Baja, supra, pág. 171; Art. 472 del Código Civil, 31 LPRA ant. 

sec. 1638. Las servidumbres voluntarias son aquellas que se 

establecen por la voluntad de los propietarios, mientras que las 

legales o forzosas son las cuales son impuestas por ley.  Soc. de 

Gananciales v. Mun. De Aguada, supra, pág. 123; Art. 472 del Código 

Civil, 31 LPRA ant. sec. 1638. En cuanto las servidumbres 

voluntarias, los propietarios de fincas pueden establecer las 

servidumbres en el modo y forma que le parezca, siempre y cuando 

no contravengan las leyes ni el orden público. Art. 530 del Código 

Civil, 31 LPRA ant. sec. 1821.  Nuestro ordenamiento ha dispuesto 

que las servidumbres pueden ser continuas o discontinuas, 

aparentes o no aparentes. Art. 468 del Código Civil, 31 LPRA ant. sec. 

1634.  Las servidumbres continuas son las que su uso es incesante 

sin la intervención de ningún hecho del hombre, por otro lado, las 

discontinuas son aquellas que su uso es a intervalos más o menos 

largos y dependen de actos del hombre.  Soc. de Gananciales v. Mun. 

De Aguada, supra, pág. 123; Art. 468 del Código Civil, 31 LPRA ant. 
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sec. 1634.  Las servidumbres discontinuas, ya sean aparentes o no 

aparentes, solo podrán ser adquiridas en virtud de título.  Art. 475 

del Código Civil, 31 LPRA ant. sec. 1653.  Por su parte, las 

servidumbres aparentes son las que se anuncia y están 

continuamente a la vista al ser exteriorizadas por signos que revelan 

su uso y aprovechamiento, mientras que las no aparentes no 

presentan indicio exterior de su existencia. Art. 468 del Código Civil, 

31 LPRA ant. sec. 1634. Por último, las servidumbres pueden ser 

positivas o negativas.  Son positivas cuando le imponen la obligación 

de hacer o de dejar de hacer alguna cosa, y son negativas cuando 

prohíben hacer algo que sería lícito sin la servidumbre.  Soc. de 

Gananciales v. Mun. De Aguada, supra, pág. 123; Art. 468 del Código 

Civil, 31 LPRA ant. sec. 1634.  

En cuanto a la extinción de las servidumbres, el Art. 482 del 

Código Civil dispone que, estas pueden extinguirse, entre otras cosas 

por el no uso durante 20 años o por llegar el día o realizarse la 

condición, si la servidumbre fuere temporal o condicional.  El término 

de 20 años comenzará a contarse desde el día en que hubiera dejado 

de usarse respecto a las discontinuas; y desde el día en que haya 

tenido lugar un acto contrario a la servidumbre respecto a las 

continuas. 31 LPRA ant. sec. 1681.  

III. 

Según expuesto en el marco teórico, nos encontramos en igual 

posición que el Foro primario al revisar una solicitud de sentencia 

sumaria.  Primeramente, debemos evaluar si las partes cumplieron 

con los requisitos de forma esbozados por la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra.  Examinadas la solicitud de sentencia 

sumaria y su oposición, concluimos que, ambas esencialmente 

cumplen con los requisitos dictados por la Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil, supra.  Ahora, nos compete determinar si existen 

hechos materiales en la controversia que impidan la adjudicación de 



 
 

 
KLAN202100776 

 

Pág. 14 de 17 

la sentencia sumaria4. Luego de examinar de novo la solicitud de 

sentencia sumaria y el escrito de oposición junto con los documentos 

que las acompañan y la totalidad de la prueba que surge del 

expediente, concluimos que no existe controversia sobre hechos 

materiales que impidan la adjudicación de la sentencia sumaria.  

Siendo así, acogemos las determinaciones de hechos formuladas por 

el TPI en la Sentencia apelada.  No obstante, hemos decidido no 

acoger la determinación número 11, puesto que, no surge del 

expediente prueba que lo sustente.  Aún así, destacamos que tal 

decisión no altera el resultado de la determinación, pues no es un 

hecho material ni esencial que afecte de forma sustancial lo resuelto.  

En su primer señalamiento de error, la parte apelante plantea 

que el TPI incidió al determinar que la servidumbre de 

estacionamientos quedó extinguida por el transcurso de 20 años de 

conformidad con el Art. 482 del Código Civil, supra. Arguye que la 

notificación de terminación de la servidumbre tramitada por la 

apelada constituyó una reclamación extrajudicial que tuvo el efecto 

de interrumpir el término prescriptivo de 20 años dispuesto por el 

Código Civil.  Además, señala que la demanda incoada por PDMPI 

también tuvo el efecto de interrumpir el referido término.  Por su 

parte, en el Alegato de la Parte Apelada, PDMPI trae a nuestra 

atención que la parte apelante no planteó los anteriores 

señalamientos ante el TPI.     

Nuestro ordenamiento jurídico ha reiterado que, el Tribunal de 

Apelaciones no considerará asuntos que no fueron presentados por 

las partes ante el TPI5.  Dorado del Mar v. Weber et als., 203 DPR 31, 

52 (2019).  Este tribunal deberá abstenerse de resolver cualquier 

cuestión que no se hubiese planteado en el foro primario y que sean 

 
4 Véase Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra.  
5 Véase Sánchez Ruíz v. Higueras Pérez et al., 203 DPR 982 (2020); Abengoa, S.A. v. 
American Intl. Ins., 176 DPR 512, 526 (2009); Echandi Otero v. Stewart Title, 174 

DPR 355, 383 (2008); Trabal Morales v. Ruíz Rodríguez, 125 DPR 340, 351 (1990).  
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presentados por primera vez ante nosotros 6. Luego de examinar 

cuidadosamente el expediente que nos ocupa, no encontramos que la 

parte apelante haya planteado previamente ante el TPI los 

argumentos antes esbozados.  Por lo anterior, nos vemos impedidos 

de considerar el primer error señalado por la parte apelante, puesto 

que, de los documentos que acompañan el legaje apelativo no surge 

que tales argumentos hayan sido atendidos y resueltos por el TPI.  

La parte apelante en su segundo señalamiento, aduce que el 

TPI erró al determinar que la servidumbre de estacionamiento se 

extinguió por el transcurso de 20 años conforme al Art. 482 del 

Código Civil, supra, aún cuando las partes habían pactado mediante 

escritura un término de 99 años a partir de su constitución.  Si bien 

es cierto que las partes pactaron mediante escritura un término de 

99 años para la servidumbre, ésta estaba condicionada a la 

construcción de un hotel o proyecto a desarrollarse.  Condición que 

no fue cumplida desde su constitución. La servidumbre de 

estacionamiento estuvo por un periodo de 20 años sin ser utilizada.  

Esta servidumbre de estacionamiento es una voluntaria, ya 

que, fue constituida mediante acuerdo entre las partes.  Además, es 

de naturaleza discontinua, pues se usa a intervalos más o menos 

largos y depende de los actos del hombre.  El Art. 482 del Código 

Civil dispone que una servidumbre se extingue por su no uso por 20 

años.  La servidumbre de estacionamiento fue constituida el 9 de 

abril de 1999, desde ese momento no se utilizó ni se ejecutó la 

condición por la cual fue constituida.  Sin usarse por este periodo de 

tiempo, no cabe duda de que resultaría fútil que continuara vigente 

aun cuando se haya pactado una vigencia de 99 años.  Por lo cual, 

procede que quede extinguida al no utilizarse por 20 años tal y como 

dispone el Código Civil.  En adición, surge del expediente, que, 

PDMPI estaba facultada a dar por terminada la servidumbre de 

 
6 Íd.  
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estacionamiento cuando ésta no fuese utilizada.  Es por lo que, 

concluimos que el TPI no erró al determinar que la servidumbre 

quedó extinguida conforme al Art. 482 del Código Civil.  

Por estar intrínsecamente relacionados, discutiremos los 

errores tres y cuatro de forma conjunta.  La parte apelante señaló 

que el TPI erró al determinar que las partes acordaron la 

construcción del hotel en determinado tiempo y que ésta debía 

comenzar no más tarde de 18 meses contados a partir del 9 de abril 

de 1999.  Luego de examinar el expediente concluimos que, de éste 

no se desprende que se haya acordado un término específico para la 

construcción del hotel, ni que se debía comenzar a más tardar, 18 

meses contados a partir del 9 de abril 1999.  No obstante, tal 

determinación no altera el resultado de la Sentencia.  Lo anterior, por 

razón de que es un hecho incontrovertido que la constitución de la 

servidumbre para el estacionamiento estaba condicionada a la 

construcción del hotel o condo-hotel, y que éste no fue construído ni 

la servidumbre fue utilizada por un periodo de 20 años.  La parte 

apelante tenía la obligación de realizar un proyecto para que la 

servidumbre pudiese subsistir.  Al incumplir y no darle uso a la 

servidumbre, la parte apelada estaba en su derecho de extinguir la 

servidumbre.  Por otro lado, procedía también la extinción de la 

servidumbre por no usarse por un término de veinte (20) años. Es 

irrelevante que no se haya pactado un término específico, puesto que 

el resultado continúa siendo el mismo.   

Como quinto y último error, la parte apelante señala que el TPI 

incidió al imponerle las admisiones de unos requerimientos de 

admisiones que no fueron contestados por otro co-demandado.  

Arguye que tales requerimientos fueron utilizados por el TPI en su 

sentencia para establecer los hechos que no están en controversia.  

No le asiste la razón.  Veamos.  Al revisar el expediente apelativo ante 

nos, concluimos que las determinaciones de hechos formuladas por 
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el TPI se sustentan en la totalidad de la prueba documental que obra 

en el mismo, mas no en los requerimientos de admisiones cursados a 

Palmas Inn como plantea el apelante. Sobre este particular, resulta 

meritorio hacer constar que el TPI formuló 16 determinaciones de 

hechos, las cuales encuentran apoyo en la prueba admitida, salvo la 

determinación número 11, como señalamos. Por tal razón, carece de 

méritos el planteamiento de la parte apelante respecto a que el TPI 

basó sus determinaciones de hechos en el requerimiento de 

admisiones cursado por la parte apelada.  

Según el estándar establecido por nuestro ordenamiento 

jurídico, luego de revisar de novo la solicitud de sentencia sumaria y 

su oposición, así como los anejos que las acompañan, concluimos 

que el Foro primario aplicó correctamente el Derecho a la 

controversia que nos ocupa7.  En consideración a lo anterior, procede 

confirmar la Sentencia apelada.  

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, se confirma la Sentencia 

dictada el 15 de julio de 2021, por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Humacao. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
7 Véase Roldán Flores v. M. Cuebas et al., supra.  


